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León, Guanajuato, a 22 veintidós de marzo del año 2013, dos mil trece. .  . .  

V I S T O para resolver el expediente número 241/2012-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano OSCAR FLORES PÉREZ, quien se ostenta con el carácter de representante legal de la persona moral “INMOBILIARIA Y CONSTRUCTORA FLOPER”, SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL VARIABLE”, en contra de la entonces Tesorera Municipal y de la Directora General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, ambas del Municipio de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

SEGUNDO.- Que por cuestiones de ORDEN PÚBLICO y por tratarse de un presupuesto procesal, de oficio se estudia la personalidad jurídica del ciudadano Oscar Flores López, quien se ostenta como administrador único de la persona moral denominada “Inmobiliaria y Constructora Floper”, Sociedad Anónima de Capital Variable”, personalidad que acredita con copia certificada notarialmente del Testimonio de la Escritura Pública … y en la cláusula segunda transitoria, fracción I, al ciudadano Oscar Flores López, se le otorgan las facultades establecidas en la cláusula décima de la misma Escritura Social, conforme a la cual el Consejo de Administración o el Administrador Único, tienen las más amplias facultades para administrar bienes, para ejercer actos de dominio y para pleitos y cobranzas con todas las facultades generales y las especiales que requieran clausula especial conforme a la ley en los términos de los tres primeros párrafos del Artículo 2554 del Código Civil para el Distrito Federal y sus correlativos de los Códigos Civiles de los Estados de la Republica. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Que realizando un estudio integral de la demanda y sus anexos, como un todo, se determina que la parte actora impugna el avalúo fiscal y el valor fiscal …, fijado por éste al predio …. La existencia de los actos impugnados se encuentra acreditado en autos con el recibo oficial de cobro …, documento que obra en el Secreto del Juzgado y con el reconocimiento de los actos impugnados que hacen las autoridades en su respectiva contestación de demanda. . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En la especie, con las facultades que le otorga al Juzgador la ultima parte del artículo 261, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se determina que respecto a la entonces Directora General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción VI, del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud de que en el proceso Administrativo, conforme a lo señalado por el artículo 266, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, a la actora le corresponde acreditar la existencia de los actos impugnados, pues tiene la carga procesal de acompañar a su demanda el documento en el que conste el acto impugnado y, es el caso, que en autos no se encuentra acreditado que la entonces Directora General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro haya emitido, ordenado, ejecutado o tratado de ejecutar alguno de los actos impugnados, ya que en el sumario no obra ningún medio de convicción que así lo acredite; en esa virtud, se concluye que se configura la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción VI, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa y de acuerdo a lo estipulado por la fracción II del artículo 262 del mismo Ordenamiento Legal, resulta procedente sobreseer el proceso respecto a la entonces Directora General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por su parte, la entonces Tesorera Municipal en la contestación de la demanda opone las excepciones y defensas siguientes: . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . 

La excepción derivada de los artículos 137 y 138 del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, toda vez que el acto impugnado reúne los requisitos de los numerales en cita; al respecto cabe mencionar, que de los argumentos expresados podemos desprender una defensa, en el sentido de que los actos tildados de ilegales reúnen los elementos y requisitos de validez, aspectos que se analizarán al momento de determinar la legalidad o ilegalidad de los actos fiscales combatidos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La falta de acción y carencia de derecho, para efectos de este proceso se estima que es lo mismo la carencia de acción y la carencia de interés jurídico, de ahí resulta, que a diferencia de las controversias en derecho privado, conforme a la técnica jurídica del proceso contencioso administrativo, la falta de acción no es posible analizarla como excepción, sino que debe abordarse como causal de improcedencia por carencia de interés jurídico, siendo lo anterior así, en la especie se determina que la parte actora como sujeto pasivo del impuesto predial si cuenta con interés jurídico para impugnar el valor fiscal que sirve de base para determinar  el crédito fiscal por impuesto predial, toda vez que se encuentran dirigidos hacia su persona y como destinatario de los actos impugnados esta en aptitud de intentar la demanda que nos ocupa, por ende, no se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La excepción Nom Mutati Libeli, se considera que esta excepción no opera en el proceso administrativo, en razón de que cuando se actualiza alguna de las hipótesis jurídicas contempladas por el artículo 284 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, el juzgador se encuentra constreñido a conceder y respetar el derecho de ampliar la demanda, pues de no hacerlo así, se incurre en una violación de naturaleza procesal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por otra parte, de las constancias que integran esta causa se advierte que no se actualiza ninguna causal de improcedencia de las previstas en el citado artículo 261 y ante la inoperancia de las anteriores excepciones y defensas, en el siguiente considerando se procede al estudio de los conceptos de impugnación. . . . 
QUINTO.- Que el actor en el primer concepto de impugnación de la demanda, aduce en esencia que las autoridades señaladas como responsables violan en su perjuicio el artículo 176 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, lo transcribe; y, niega lisa y llanamente que la Tesorería Municipal le haya notificado una orden de valuación por escrito del inmueble referido; niega lisa y llanamente que le hayan sido notificados legalmente a su representada los resultados del supuesto avaluó que realizó la Tesorería Municipal al citado inmueble; que desconoce si la valuación que supuestamente practicó la Tesorería Municipal, se llevó a cabo conforme a lo que dispone el último párrafo del citado artículo y en general conforme a lo que dispone la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, respecto del procedimiento de valuación establecido en la misma; en el segundo concepto de impugnación sigue manifestando en lo esencial que las autoridades demandadas violan en su perjuicio el artículo 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, lo transcribe; y niega lisa y llanamente que peritos autorizados por la Tesorería Municipal hayan practicado el avaluó del inmueble referido, por consiguiente niega que lo hayan practicado conforme a lo que dispone el primer párrafo del citado artículo 177, por lo que nunca se dieron los supuestos a que se refieren los párrafos segundo y tercero del citado dispositivo legal. Por su parte, la entonces Tesorera Municipal en la contestación de la demanda expresa respecto al primer concepto de impugnación, que resulta falso, en virtud de que el promovente no acredita que se haya practicado avaluó alguno que modifique el valor fiscal del inmueble propiedad del ahora actor, aclarando que el promovente no aporta medio probatorio alguno, para demostrar que se modifico el valor fiscal del inmueble de su propiedad; en relación al segundo concepto de impugnación la demandada aduce en esencia que resulta falso e inoperante, ya que lo único que acredita el actor, es que realizó un pago de manera voluntaria por concepto de impuesto predial, sin aportar medio probatorio alguno para afirmar que realizó un pago diverso o diferente al que debió pagar para este ejercicio fiscal, ni que se le modifico el valor fiscal del inmueble del que es propietario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Conceptos de impugnación que resultan FUNDADOS, en mérito de las  siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En principio, se impone señalar que estos dos conceptos de impugnación se analizaran de manera conjunta, en razón de que la argumentación lógica y jurídica expresada en los mismos tiene relación entre sí. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . 

En segundo lugar, cabe mencionar que la autoridad Municipal para fijar el valor fiscal de un inmueble, se encuentra constreñida a cumplir con una serie de requisitos que al efecto establecen los artículos 176 y 177 de la Ley de  Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; pues, para que el valor fiscal pueda ser válido y eficaz, debe ser consecuencia de un avalúo practicado conforme a las formalidades siguientes: 1.- Debe existir una orden de valuación escrita debidamente fundada y motivada, emitida por el Tesorero Municipal; 2.- Dicha orden debe contener la designación del perito o peritos autorizados para practicar el avalúo; 3.- Deben notificarse los resultados del avalúo y el monto del impuesto; 4.- Al contribuyente debe concedérsele el plazo de 30 treinta días, para que formule aclaraciones; 5.- La valuación del terreno y de las construcciones debe realizarse por separado; 6.- El avalúo debe elaborarse en las formas oficiales correspondientes; 7.- Los valores unitarios del suelo y de las construcciones deben aplicarse conforme lo establecido en la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el ejercicio fiscal correspondiente; y, 8.- La visita física al inmueble objeto de la valuación, debe realizarla el perito en hora y día hábil. . . .  . . . 
Bajo la tesitura de lo expuesto, resulta que el avalúo y valor fiscal fijado …, se dieron sin respetar algunas de las formalidades esenciales del procedimiento de valuación, como lo son la emisión de la orden de valuación, la notificación formal de los resultados del avalúo y el monto del impuesto; la práctica de la visita física al inmueble objeto de la valuación, por parte del perito y sin que el perito autorizado le haya mostrado a los ocupantes del inmueble la orden escrita de valuación. . . . . . . . 
Lo anterior es así, entre otras razones, por lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sobre el particular cabe precisar que el procedimiento de valuación genera derechos y obligaciones, por lo que el actor tiene el derecho de recibir un avalúo precedido de los actos señalados en supralíneas; sin embargo, en las constancias y actuaciones que obran en el sumario, se advierte que no se acredita la práctica del avalúo que actualizó el valor fiscal del predio que nos ocupa; además, las autoridades demandadas omitieron aportar los siguientes actos previos al referido avalúo:  la orden de valuación escrita emitida por la entonces Tesorera Municipal de León, Guanajuato; el acta circunstanciada relativa a la visita física al inmueble materia de la valuación, a cargo del perito autorizado; el acta circunstanciada relativa a la práctica de la diligencia de la notificación de los resultados del avalúo y en su caso la concerniente a la cita respectiva. De esta manera, no existe impedimento para concluir que el avaluó y por consiguiente la actualización del valor fiscal del predio …, de este Municipio, se llevaron en contravención a los artículos 176 y 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; de ahí resulta que los actos fiscales combatidos no reúnen el elemento de validez establecido en la fracción VIII del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, elementos que deben satisfacer los actos administrativos, estos últimos entendidos en su acepción amplia, por ello, no existe impedimento para concluir que los actos emitidos por las autoridades fiscales quedan incluidos en los actos administrativos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . 
En ese tenor, los referidos actos fiscales impugnados son producto de un procedimiento viciado, toda vez que no se acreditó la existencia de la emisión de los actos instrumentales siguientes: la orden de valuación, la práctica de la visita física al inmueble materia de la valuación en la que se da a conocer la orden respectiva, ni la notificación de los resultados del avalúo; de modo que todos estos actos previos al valor fiscal, vienen a constituir las formalidades previstas en los artículos 176 y 177 de la pluricitada Ley de Hacienda, por tanto, la falta de todos estos actos, acarrea la ilegalidad del nuevo valor fiscal del predio ubicado en, de este Municipio, por tener su origen en un procedimiento de valuación viciado. . . . . . 
En ese sentido, con la emisión del acto fiscal combatido, se violan en perjuicio de la parte actora los derechos protegidos por los artículos 4, primer párrafo de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; y, 176 y 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato; por ende, es el caso que se actualiza la causal de ilegalidad prevista en la fracción III del artículo 302 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato y se afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica de la parte actora, por lo que con fundamento en lo establecido en el artículo 300, fracción II, del mismo Código, es de decretarse la nulidad lisa y llana del avalúo señalado en el recibo de pago y el nuevo valor fiscal del inmueble que nos ocupa, fijado en la cantidad de …. De esta manera, la nulidad de los actos fiscales combatidos trae como consecuencia jurídica que prevalezcan las cosas en la misma situación que tenían antes de su emisión, lo que constriñe a la autoridad demandada a determinar y liquidar el impuesto predial por el o los periodos que deban pagarse a la fecha, de manera debidamente fundada y motivada, aplicando como base el valor fiscal anterior al impugnado en este proceso, es decir, el ultimo valor fiscal registrado ante la autoridad fiscal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . 

SEXTO.- La parte actora reclama la devolución de la cantidad de $... y los intereses respecto a la cantidad cubierta a la Tesorería Municipal, argumentando que como lo acredita con los argumentos esgrimidos, la documental que anexa, ante las inconsistencia contenidas en el recibo de pago y atendiendo a que la autoridad no llevó cabo el procedimiento de valuación establecido en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, además de que el 08 ocho de mayo del año 2012, dos mil doce, presentó a la Dirección de Ingresos una promoción escrita solicitando que se le recibiera el pago bajo protesta, por lo que con fundamento en los artículos 52 y 53 del citado Ordenamiento solicita la devolución de la citada cantidad y los intereses correspondientes. . . . . . . .  . . . . . . . 
Al respecto, se procede a la comprobación del derecho a la devolución de la cantidad pagada por concepto de impuesto predial por el año 2012, dos mil doce, considerando los datos, argumentos y pruebas que obran en este expediente, determinándose que no procede de manera íntegra, sino que sólo se da, en la cantidad que resulte como diferencia entre el monto de …, pagado como impuesto predial y la suma que arroje la determinación y liquidación del tributo, tomando como base el valor fiscal del avalúo anterior al combatido; lo anterior es de  este modo, en razón de que en autos se encuentra acreditado que la parte justiciable realizó un pago por la citada cantidad, con el recibo oficial de pago … y la nulidad lisa y llana del nuevo valor fiscal del inmueble que nos ocupa, trae como consecuencia que se determine el impuesto predial tomando como base de esta contribución el último valor fiscal registrado, de acuerdo a lo señalado por el artículo 168, párrafo tercero, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, de donde resultará una diferencia, por no coincidir el monto de la base del impuesto predial. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por otra parte, el porcentaje correspondiente a intereses sobre la cantidad que resulta como diferencia entre el monto de la nueva determinación del crédito fiscal y la cantidad pagada, si resulta procedente su pago, toda vez que en la especie se actualiza la hipótesis jurídica prevista en el segundo párrafo del artículo 53 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, el que en lo conducente dispone: “El contribuyente que habiendo efectuado el pago de un crédito fiscal determinado por la autoridad interponga oportunamente los medios de defensa que las leyes establezcan y obtenga resolución firme que le sea favorable total o parcialmente, tendrá derecho a obtener del fisco el pago de intereses conforme a la tasa que señale la Ley Anual de Ingresos para los recargos, sobre las cantidades pagadas indebidamente y a partir de que se efectuó el pago.”; lo anterior es así, ya que en autos se encuentra acreditado que el actor realizó el pago del crédito fiscal por concepto de impuesto predial, que la demanda de nulidad se presentó dentro del plazo legal de 30 treinta días y el acto impugnado se encuentra afectado de nulidad, por consecuencia, se reconoce el derecho amparado por el citado artículo 53, que consiste en obtener del fisco el pago de intereses, conforme a la tasa que señale la Ley Anual de Ingresos para los recargos, sobre la cantidad que resulte como diferencia entre la pagada y la determinación del crédito fiscal, a partir del día en que se efectuó el pago; por su parte, el artículo 39, párrafos primero y segundo, de la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el Ejercicio Fiscal del Año 2012, dos mil doce, en lo conducente establece: “Cuando no se pague un crédito fiscal en la fecha o dentro del plazo señalado en las disposiciones respectivas, se cobrarán recargos a la tasa del 1.13% mensual. Los recargos se causarán sobre saldos insolutos por cada mes o fracción que transcurra a partir de la fecha de la exigibilidad, hasta que se efectúe el pago, hasta por 5 años y se calcularán sobre el total del crédito fiscal, excluyendo los propios recargos, la indemnización a que se refiere el artículo 46 de la Ley, los gastos de ejecución y las multas por infracciones a las leyes fiscales.”. Bajo este tesitura, procede el pago de intereses a la tasa de 1.13% uno punto trece por ciento sobre la cantidad que resulte como diferencia, por cada mes o fracción que transcurra, hasta el día en que se realice el pago respectivo. . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por consiguiente, en aras de proteger y garantizar los derechos humanos de la parte actora frente al actuar de las autoridades fiscales Municipales, previstos por el artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, reformado según Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 10 diez de junio del año 2011, dos mil once, dentro de los que se encuentra el derecho humano de protección judicial y con el fin inmediato de dar acceso a la justicia, pues no se pierde de vista que el derecho de tutela judicial efectiva se contempla como derecho humano en los Tratados Internacionales y como Garantía Individual en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la que se refleja y tutela por el artículo 243, segundo párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; de manera que, en el caso que se resuelve, a efecto de brindar seguridad jurídica a la Persona Moral justiciable y ante la declaración de nulidad de los actos impugnados; y, además, estimando que de acuerdo a lo señalado por el artículo 143, párrafo segundo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, la declaración de nulidad de los actos fiscales impugnados, produce efectos retroactivos, esto es, devuelve las cosas al estado en que se encontraban antes de la violación, en el proceso administrativo el Juzgador se encuentra constreñido a restituir al actor en el goce de sus derechos violados con la emisión del acto impugnado; por tanto, al declararse la nulidad del valor fiscal del inmueble que nos ocupa y del avalúo impugnado, además partiendo de la premisa de que determinará y liquidará la referida contribución tomando como base del impuesto predial el último valor fiscal registrado, procede la devolución de la diferencia que en su caso exista entre la cantidad que arroje la determinación del crédito fiscal calculada en términos de este fallo y el monto de …; asimismo, se reconoce al justiciable el derecho al pago de intereses sobre la cantidad pagada en forma excedida, aplicándose la tasa que señala la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el Ejercicio Fiscal del año 2012 dos mil doce, generados a partir de que se realizó el pago, hasta la fecha de la entrega de la citada cantidad; debiendo informar a este Órgano de Control de Legalidad el cumplimiento dado a este fallo y exhibir las constancias relativas al mismo. . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . 

SÉPTIMO.- Que la argumentación esgrimida en los conceptos de impugnación analizados en el considerando que antecede, es suficiente para declarar la nulidad de los actos impugnados, por lo que resulta innecesario el estudio de los demás conceptos de impugnación esgrimidos en el capítulo respectivo de la demanda, toda vez que de resultar procedente alguno de estos, en nada variaría el sentido de esta sentencia. Al respecto resulta ilustrativa la tesis sustentada por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página 32, bajo el rubro siguiente: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 261 fracción VI, 262 fracción II y 287, 298, 299, 300 fracciones II y V; y, 302 fracción III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato se RESUELVE: . . . . . 
PRIMERO.- Este Juzgado Primero Administrativo Municipal, por razón de turno, resultó competente para tramitar y resolver el este proceso. . . . . . . .  . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se declara el SOBRESEIMIENTO DEL PROCEDIMIENTO, respecto de la entonces Directora General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el cuarto considerando de ésta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Se declara la  NULIDAD  LISA Y LLANA del avalúo señalado en el recibo de pago respectivo y el nuevo valor fiscal que fija éste en la cantidad de $9’984,742.66 (nueve millones novecientos ochenta y cuatro mil setecientos cuarenta y dos pesos 66/100 moneda nacional), al inmueble rustico …; lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .. . . . . . . . . .. . . 
CUARTO.- Se reconoce a la parte actora el derecho para que se le devuelva la diferencia que en su caso exista entre la cantidad que arroje la determinación del crédito fiscal calculada en términos de este fallo y el monto de…, pagado por concepto de impuesto predial para el año 2012 dos mil doce; asimismo, se le reconoce el derecho contemplado en el artículo 53, párrafo segundo, de la aludida Ley de Hacienda para los Municipios, para que la autoridad demandada cubra a la impetrante el pago de intereses sobre la cantidad pagada en forma excedida, aplicándose la tasa que señala la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el Ejercicio Fiscal del año 2012 dos mil doce, generados a partir de que se realizó el pago, hasta la fecha de la entrega de la citada cantidad; lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el sexto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dese  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 5 cinco tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . 

